


o intenta combatir los accidentes de la circulación. 'laturaln~ente, la 
idea de sanción es la idea remota. el motor originario de la responsabi- 
lidad concebida como el imperativo categórico ante el cual se encuentra 
el hombre, de  estar a las consecnencias desfavorables de sus actos. 

Sin embargo, la prevención general que im.plicitamente se encuen- 
tra dentro de esta idea de sanción. tiene una eficacia muy limitada 
en el campo de la imprevisión; eri el campo de la imprudencia. Y tal 
v a  sea el reconocimiento de este hecho uno de 103 factores principales 
que han favorecido la evolución del sentido de la responsabilidad 

civil, desde la primitiva concepción de esta institución como el débito 
del obligado a resarcir el daño, hasta considerarla en primer plano y 
fundamentalmente desde el punto de vista del crédito de la víctima 
contra el causante. 

E n  esta evolución, la idea de sanción ha ido paulatinamente en re- 
gresión hasta quedar prácticamente relegada a la responsabilidad penal. 
discurriendo fluidamente la idea de que responsabilidad civil equivale 
fundamentalmente a la reparación del daño. 

Naturalmente que para que los prejuicios originales de la respon- 
sabilidad civil entendida como sanción fuesen superados, hubo de trans- 
currir bastante tiernpc, desde la fecha de 21 de julio de 1844, en la 
que se habia pronunciado aquella famosa sentencia del Tribunal Co- 
mercial del Seua, en la cnal se mantenía la tesis de que e1 seguro de 
responsal>ilidad civil entonces incipiente. era una institución amoral y 
contraria a las leyes, porque ateidalla y porque perjudicaba de hecho 
al sentido personalisirno que tenía la responsabilidad civil. Desde en- 
tonces. el camino se ha recorrido qnemando etapas. pndiéramos decir. 

y no solamente se ha superado este prejuicio. siuo que se han inver- 
tido los tcrminos del planteamiento del problema, para llegar a la 
aceptación casi unánime de que el seguro de responsabilidad civil. no 
solamente no atenta contra la entidad íntima de ésta. sino que resulta 
un complemento necesario e ineludihle destinado a garantizar que el 
aspecto patrimonial del resarcimiento pueda cun~plirse en todo mo- 
mento. 

Esta evolución ha coincidido con el reconocimiento paulatino de 
que los accidentes determinantes de este tipo de responsabilidad, como 
ya habia hecho notar Josserand. al mismo tiempo que se industrializan 
se convierten en anónimos, lo cnal hace naturalmente, mucho más 
dificil de llevar a buen término la responsabilidad personal. Hemos 



entrado en una etapa en la que como hemos dicho al principio. el 
seguro contra la responsabilidad civil se ha convertido en consubs- 
tancial con ésta de tal forma que ha penetrado paulatinamente en la 
doctrina, y en la legislación de casi todos los países europeos y de 
otras partes del mtindo, la idea de convertirlo en obligatorio. 

Asi ha ocurido en nuestro país, de igual forma que ha ocurrido en 
la mayor parte de los paises de Europa; tal vez las excepciones a 
esta regla sean Portngal e Italia. En el primero hay una fuerte co- 
rriente favorable al establecimiento, a la introducción de la obligato- 
riedad del seguro, y en Italia la necesidad de hacerlo obligatorio no 
es discutida por nadie. En este caso. en el caso italiano, el problema 

no es de duda metódica. sino de duda política, puesto que son cuatro, 
tal vez cinco. en estos monientos, los proyectos que han sido discuti- 
disiinos en e1 Parlamento sin que pudiese obtenerse la mayoría ne- 
cesaria para rlne se aprobasr ningnno de ellos. Como digo. el problema 
no e i  de ser a no ser, sino que se refiere exclusivamente a1 cOmo y 
esperamos que esta orientación cnlniine en un acuerdo definitivo que 
continúe la pauta marcada por el resto de los paises. 

E n  España, la evolución ha sido semejante hasta el punto de que 
en una práctica indubitada, se había convertido de hecho al seguro 
contra la responsabilidad civil derivada del uso de los vehiculos & 
motor, en algo que en cierro modo no necesitaba la sanción de la 
obligatoriedad. porque estaha en el ámbito de todo automovilista me- 
dio. considerado como persona prudente. 

Cierto que esta aíirniación está en relación con el verdadero sen- 
tido de la obligatoriedad del seguro de responsabilidad civil. que por 
supuesto no es la de conseguir que haya mayor número de asegnra- 
rlos; no es la de conseguir que aumenten las carteras de las entidades 
aseguradoras, sino que es el medio por el cual el legislador adquiere 
la certeza, y la seguridad de que puede desviar la responsabilidad 
patrimonial de la cabeza del inocente, considerado responsable como 
consecuencia de la intrdncción de las corrientes objetivistas, hacia la 
de otra persona que por cálculo. considera la necesidad de hacer 
frente al resarcimiento de los daños como un elemento de su actividad 
empresarial. 

Con esta seguridad el legislador Iia podido lanzarse a establecer 
los nuevos tipos de responsabilidad obietiva. y digo nuevos, con la 
co!iciencia de qiie no son nuwos, porque cronológicamente la respon- 
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dad objetiva -la responsabilidad decretada en función exclusiva- 
de la causalidad física y sin tener cousideración de los elementos 

os del responsable- ha precedido a la responsabilidad llamada 
iva fundada en la culpa, que es nna cot~quista relativamente re- 

te en el discurrir de la evoluci6n de la civiliz~.ción actual. 

Como saben ustedes la Ley de S4 de diciembre de 1962 ha dado el 
trascendental paso de que al mismo tiempo que establecía una res- 
ponsabilidad no objetiva por completo: iiiia iesponsahilidad que po- 
driamos denominar como algún otro autor ha hecho. de una ohjetivi- 
dad atenuada. iritroducia la ohligntoriedad de concertar un seguro 
contra la responsabilidad civil. 

El paso dado por la Ley de Uso y Circulacióri. evidentemente. ha 
sido un paso trascendental. Posililemente haya ..ido tambih  un paso 
radical. puesto que en la evolución de las legislaciones de otros paises 
que han precedido al nuestro en el fenómeno de la motorización, el 
salto no ha sido tan profundo en niiquno de ellos: posiblemente tan-  
hi&n porque las Jurisprudencias de estos p i s e >  habian llegado en al- 
gcnas ocasiones a posturas mas radicales que la del nuestro: sn la 

cual, sin embargo, tamhién se Iiahia prorlncido una evolnción clarisirna 
cine desde una scntenccn de abril de 1911. hasta otras niucho más 
recientes, hahia venido nianteiiiendo de iornia cada vez más acusada 
la presunción de la culpa de las personas qlie manejan instrumentos 
normalmente peligrosos. Que el fondo e.; el fundamento de cualquiera 
de las fórmulas de las responsahilidades futidndas eu el riesgo. 

Naturalmente, el seguro obligatorio establecido por la Ley de Uso 
y Circulación de Vehículos de Motor necesitaha ser desarrollado y así 
lo dispuso la disposición final quinta de dicha Ley. IG1 el ánimo de 
todos ustedes está el conocimiento de que e! clesarrollo de este seguro 
no ha sido muy fácil, coino lo pruehii  los reiterados aplazamientos 

qiie hubo que decretar respecto a 1;i entrada en vigor de la Ley. pre- 
cisamente en función de las dificultades para el rstahlecimiento del 
mecanismo complementario. ya que asi lo declaró palarliiinmeiite el 
legislador en alguno de los preámbulos de las disposiciones dictadas al 
respecto. 

Por fin parecia a finales del aíio 1964 que todo estabn a punto, 
ya que se había promulgado el Reglamento, se hahia creado el Fondo 
Nacional de Garantía de Riesgos de la Circulacióii. se habían aprobado 
las haces económicas de este nuevo Seguro y se habían piiMicado las 



tarifas. se liabia estructurado el ramo, y legislativaniente todo estaba 
preparado. Sabido es que entonces se desató una fuerte campaña de 
impopularidad del nuevo seguro. que tenia como raiz directa la carga 
económica que la nueva situación comportaba para los propietarios 
de los veliiculos de motor. 

Entonces. aun antes de imestra Hamante Ley de Prensa, el seguro 
obligatorio y liasta la responsabilidad civil objetiva, fue incluido en el 
elenco de las instituciones con las cuales los periodistas y también las 
aiicionados podían eiitretenerse y todo ello condujo a una situaciiiii en 
la que el Golieriio reconsideró seriamente el problema planteado y 
dispuso en virtud de un Decreto-ley. c u p  fecha no puedo precisar 
;hora, la entrada en vigor gradual de ia weva respo~isal>ilidarl cqvil y 
del segurc complementario que hahix que cubrirla. Así. en esta etapa 
transitoria no queclan cubiertos por la nueva responsabilidad civil, los 
dafíos causados a las cosas y .iolainente quedan aiuparados eii el unevo 
seguro y en la responsabilidad especial, los daños personales. 

!Te aquí una curiosa rliscriniinación del daiio por razón dc 1;i ma- 
teria afectarla. I 5 i  realidad iios encontrarnos ya aiite uno de los pro- 
11le11ia.s frindame~italrs que tiene planteados actnalme~ite el seguro obli- 
p tor io  de rr.sponsal)ilidad civil derivado del uso de aehiculos d,e mo- 
tor, seguro de R. C. autouióvil, para decirlo en forma telegráfica, pero 
niis usual tal vez. 

Por fortuna. con la esciaióti de los dafíoi se eucontró una fórmula 
qne permitiii aprobar unas tarifas que se consideraron aceptables. Digo 
por tortuna. porque de no ser así y de seguir por el iiiismo camino 
empretirliílo. probahleinente hnbiera que excluir algún otro dano de los 
ciibiertos por este niirvo seguro. lo cual me hace venir a la mente 
la frase de los naufragios: "las mujeres y los niños, primero". 

No hemos llegarlo a tanto. pero en realidad, la imagen es hastante 
adecuada porqne el seguro ol>iigatorio y la responsahilidlid civil obje- 
tiva estaban naufragando auténticamente, pues no otra cosa sih~iiíica 
el tener que automutilarse para sobrevivir. 

Posiblemente uno de los problemas fundamentales que ha tenidr, en 
todos los paises. y en el nuestro bien claramente ha quedado puesto 
de relieve, el seguro de responsabilidad civil. es el prohlema econó- 
niico. El aumento del costo de las reparaciones, el aumento de las 
iiideninizaciones, y la tendencia universalmente sentida por todos los 
Tribunales de aumentar paulatinamente la cuantia de las indemnizacio- 



a la actividad empresarial dedicada al ejercicio de este se- 
una difícil situación que con<!uce inevitablemente al aumen- 

stante de las primas correspondientes. 
sta situación posiblemente estaba planteada ya en niiestro p i s  

n el momento de transformarse el segiiro de voluntario en obliga- 
torio, pero el saltu la hizo más patente, la puso más de relieve. y sohre 
todo. la incógnita de las repercusiones que en ciertos aspectos de la 
respon~ahilidad civil tendria la responsaldidad especial estahlecidn por 

el artículo 39 de la Ley, hizo que se el:~horasen tinas tarifas actnariai- 
mente perfectas. pero cuyos presupuestos jurídicos no lo era11 tanto, 
por la sencilla razón de que iio se contaba c~;i la cxpcriencia suficiente 
para partir de bases indiscutibles. 

En efecto, no se conocian las repercnsiones económicas de la im- 
prudencia exclusiva de la víctima, las de las acciones de repetición 
que el asegurador puede entablar contra el tercero causante del da%. 
las diversas acciones de recobro, ni. entre otras, las de las transacciones 
que seguirán y deben seguir operando al margen del nuevo meca- 
nismo establecido, de igual manera que venían operando, para pres- 
tigio de las entidades aseguradoras. en la anterior situación. Porqiie 
no debemos olvidar que el emhrión de la acción directa estaba en la 
práctica comercial de las entidades aseguradoras. que frecuentemente 

y antes de que se decretase en el proceso pena] la responsabilidad de 
su asegurado, acidian voluntariamente a hacer frente a las obligacio- 
nes económicas derivadas del heclio. concertando con los perjudicados 
transacciones que pennitian a éstos renunciar a la acción civil. apar- 
tarse del pruceso pei:al, con consecuencias trasceiideiites; puesto que 
es un hecho notorio para todos nosotros la gran influencia que. tal 
vez un poco de espaldas rr la regulación jurídica de la responsahilidad, 
tiene en el ánimo de los Tribunales, el Iieclio de que la aictinia liara 
reniinciado o no a la indemnización que le puede corresponder. Por  
esta vía. un tanto -podría dec;rse ilegal. pero me parece iin calificativo 
muy fuerte-. pero con una explicacióii sicológica muy comprensible 
para todo aquel que se ha encontrado en e1 curso de si1 profesióti ante 
una victima de la circulación desamparada. cuya situación económica 
depende única y exclusivamente d'e la condena del culpable, o de que 
se haga efectiva la responsabilidad por !a vía transaccioiial. porque eti 
otro caso. el ordenamiento jurídico prevé un jiiicio ordinario en el 
cual la postura del demandante está en ahsoluta y franca desventaja 



por una serie de razones de tipo econón~ico y de tipo cronológko, el 
seguro operaba en vía directa. 

Por  eso digo, y constituye casi una liberación en el curso del dis- 
currir que me había propuesto. que aqui está el embrión de la acción 
directa, puesto que el asegurador asumía voluntariamente frente a la 
victima. el papel de responsable : hacia frente a una obligación que no 
tmdria que soportar más que en el supuesto de que se produjese 
en el patrimonio del asegurado el quebranto económico que cubría 
precisamente el seguro clásico contra la responsabilidad civil subjetiva. 

Entonces. al elaborarse las nuevas tarifas, correspondientes al se- 
guro dividido, disminuyó el impacto que producido en la opinión pú- 
blica, por supuesto, por un simple fenómeno de enmascaramiento de la 
cuestióti, porque en realidad lo único que se había hecho era separar 
del seguro obligatorio determinados riesgos, que el uso constante que 
impone la prudencia de todo aquel que maneja un vehículo de automó- 
vil, hace que queden incluidos automáticamente en el seguro voluntario, 

que sigue viviendo como complemeutario del obligatorio. pero que fue 
suficiente para poner en marcha el nuevo seguro con unas tarifas cuyo 
impacto fue menos fuerte, aunque sigue abierto el problema de la 
reunificación del tratamiento legal de los daños a las personas y de 
los daños a las cosas. 

Xos encontramos con el drama de Alemania dividi,da referido al 
seguro obligatorio. y con iin verdadero muro divisorio que ejerce una 
funesta influeucia en el proceso penal. por otro lado tan necesitado 
de consuelo. Porque la experiencia ha deniostrado que, principalmente 
a cama de dificultades de tipo orgánico, el proceso que la Ley de Llso 
y Circulación de Vehículos de Motor estructiiró con tanto cariño y con 
la prrtensión de convertirlo en 1111 proceso rápido, igil y que hiciese 
posihle la inmediata depuración de las responsabilidades y el resarci- 
miento del culpable. no ha conseguido sil finalidad primordial 

Al mismo tiempo, las repercusiones de esta situación en el seguro 
obligatorio han sido claras, y se ha producido una cierta desilusión eu 
las personas que esperaban que la finalidad del preámbulo de la Ley 
de Uso y Circnlación fuese cumplida, al ver que la rapidez en las 

indemnizacioues no ha mejorado. Entonces, en parte se le achaca la 
responsabilidad a la lentitud del proceso penal. Incluso en algún co- 
mentario de prensa se ha dicho que el supeditar el enjuiciamiento civil, 
el suprditar el curso del juicio especial ejecutivo creado por la T.ey. 
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al resultado del proceso penal, conducia a la frustración del designio 
del Legislador. 

Ciertamente. se ha respetado el escalonamiento de responsabilidades. 
dentro del cual figura. en primer término, el de la responsabilidad 
penal. Ahora bien, esta situación responde exactamente al planteamieri- 
to general de nuestro ordenamiento jurídico positivo, dentro del cual. 
no por una prelación de un tipo de responsabilidad sobre el otro, sino 
por la absoluta preferencia de una jurisdicción privilegiada, que es 
la penal. ocurre que arrastra inevitablemente que la nueva responsabi- 
lidad tiene que supeditarse a la declaracióti que sobre la forma en que 
ocurrieron los hechos, ha de hacer previamente la jurisdicción penal. 
Pbr esto' hay que tener presente vara comprender lo mejor posible, 
este fenómeno, que aunque en el seno del nuevo seguro obligatorio de 
la responsabilidad civil. y especialmente en el seno de la nueva respon- 
sabilidad civil. se ha producido una automatización grande del resar- 
cimiento que aproxima de un lado, la responsabilidad objetiva a una 
obligación legal. y de otro el seguro obligatorio contra la responsablii- 
dad civil a un Segiiro de Accidentes, esta evolución no se ha consu- 
mado y seguimos dentro del campo de la responsabilidad derivada de 
los accidentes de circulación, en la cual ocupa lugar preferente la de 
tipo penal. 

Lógicamente, en este campo, la responsabilidad personalisima, la 
responsabilidad más grave, la responsabilidad que el causante del daño 
ha contraido, no con la víctima, sino con la sociedad, ha de prevalecer 
siquiera - vuelvo a reconocerlo- la idea de la prevención general a 
que aludia al principio, está muy difusa, está muy diluida en el sistema 

penal de represión de los hechos de la circulación, porque pertenecen 
a un mundo en donde la imprevisión es la responsable de la conducta 
del imputado, que si no ha previsto las consecuencias dañosas de su 
acto, de su conducta imprudente, que en ocasiones provocan el desastre 
de su propia familia o la muerte de él misnio, mal puede pedirsele que 
prevea la intimidación de una eventual pena que pesa sobre él. Si 
está seguro de que no se producirá el hecho. también está segur? 
de que no van a castigarle. Y si creyese que el hecho se produciria. 
actuaría de otra forma; no por la amenaza de la pena, que no es ne- 
cesaria, sino por la amenaza del desastre en el cual se ve implicado. 
Desastre, que no en vano ha dado origen a tina ciencia hantizada en el 
extranjero con el nombre de "infortunistica de carretera". Denomi- 



nació11 que tiene para mi, un cierto regusto extranjerizante, pero 
que es muy expresiva porque pone claramente de  relieve que en el 
accidente de la circulación son victimas, en realidad, todos los que en 
en él intervieuen. No solamente el que asume directamente el papel 
de periudicado, lesionado o víctima, sino también el causante del daño, 
puesto que el infortunio se prolonga después del hecha en estertores 
jurídicos de responsabilidad y de afán de resarcimiento. 

Ahora bien, si regresarnos a nuestro tema fundamental, al del se- 
guro obligatorio. de lo que hemos dicho ya se desprende que funda- 
mentalmente son dos los problemas que tiene planteados esta institu- 
ción en el momento; primero: el problema económico que ha deter- 
minado la escisiiin en un sistema de respousab'ilidad doble ; segundo : el 
problema de su eficacia, que en realidad está conectado con el primero, 
puesto que ninguna carga económica es demasiadu gravosa, si los 
resultados que se ciinsiguen con ella corre~poiicleii al esfuerzo exigido 
a la sociedad. 

El Reglamento del seguro obligatorio que rlesarrolló la Ley, lo hizo 
en primer lugar con cierto aire innovador, cosa qne se aprecia abierta- 
mente eri algún punto. Asi por ejemplo, en cuanto a la documentación, 
la póliza, que al decir de algún autor sigue todavia desafiándonos con 
su triple fnz de letra de cambio, testamento y billete de lotería, ha sido 
sustituida por el más simple certificado de seguro, que hubiera nacido 
en olor de santidad popular. si hubiese sido capaz de terminar con lo 
que actualmente es un documento inútil que se denomina Cédula de 
Identificación Fiscal. 

De igual modo, el aire innovador del Reglamento se hacia percep- 
tible en el tratamiento paritario que por primera vez el Estado se habia 
dado a si mismo, colocándose frente a una obligación contraída por sus 
órganos con los particulares perjudicados, en absoluta igualdad de con- 
diciones a la hora de llevar a cabo el resarcimiento. Situación que a 
pesar de la responsabilidad especial objetiva que habia establecido la 
J q  de Régimen Jurídico de la Administración del Ektado, no hahia 
tenido una concrecibn tan tajante como la que ha recibido ahora a 
través de la Reglamentación de la responsabilidad derivada del uso de 
los vehículos oficiales. 

Pero al mismo tiempo se aprecia también un aire muy conserva- 
dor en el Reglamento. porque casi lo primero que dice es que esta- 
mos ante un seguro privado. Naturalmente que al legislador no se le 



había pasado desapercibido el hecho de que las cosas :I las institu- 
ciones son lo que su propia naturaleza determina y no lo que pre- 
tenda cualquier calificativo o cualquier deiiominación legal. Por esta 
razón hay que ver con cierto detenimiento y con cierta cousideración 

los buenos deseos del legislador, porque un prouunciamiento de este 
tipo, en realidad. no es más que uii buen deseo, que no impide que en 
el seguro obligatorio de alitomóviles existan muchos de los elementos, 
característicos de los seguros sociales. 

Naturalmente, no es fácil establecer una distirición tajante entre 
los seguros socialei y los seguros privados. Conio todos ustedes saben. 
en todo seguro hay uu niarcado fondo social. o mejor dicho un mar- 
cado fondo de distribución de los riesgos individuales. La conocida 
frase de Portalis: "nos asociamos para dividir los golpes de la mala 
suerte". es el trasfondo del seguro. Y desde este punto de vista, todo 
seguro, aun el que afecta de manera más directa a los intereses indi- 
viduales, cumple una función social. 

Sin embargo, la práctica ha reservado la denominación de seguros 
sociales para aquellos que no nacen de la autonomía contractual pri- 
vada, sino que son impuestos, por el Estado para cumplir fines de 
asistencia y previsión sociales. 

Desde este punto de vista. que es simple, pero de eficacia rlelirnita- 
dora bastante concreta. nos encontraríamos ante un seguro social más, 
a pesar de la declaración programática del Reglamento, porque la obli- 
gatoriedad de este Seguro, como he dicho antes, nace precisanientr de 
razones de asistencia y previsi6ii social, razones de garantia del le+ 
lador para atreverse a decretar una responsahilidad causal y desviar 
el rayo de la desgracia de la victinia de la circiilación liricia la caheza 
del inocente, eu un reparto de riesgos a lo Kobin Hood. según pinto- 
resca expresión de un autor norteamericano. que sería inadmisible si no 
se contase con el respaldo económico del seguro. 

Por otro lado, esta finalidad de asistencia y previsión social, que 
está implícita en las declaraciones del preámbulo de la Ley del Uso de 
Circulación de Vehículos de Motor, forma parte también de los inte- 
reses gnierales de carácter. pi~blico. q?ie son coincidentes. como he 
dicho antes. con los intereses privados de 1111 seguro de este tipo. 

Ahora bien, una vez admitido que en el securo de responsahilidad 
civil obligatorio confluyen las dos funciones. ronlo en los deiriás S+- 

Xuros: la función privada y la iiinción pública. en cuanto siquiera sea 



de manera inmediata la primera y de manera mediata la segunda, ve- 
mos que no es definitivo tanipoco este criterio para su calificasión. 
En realidad, entre los elementos fundamentales que nos permiten decir 
que este seguro tiene caracteristicas de tipo social, figura en primer 
lugar la automatización de la contratacióii, que es clarísima en este 

unevo seguro. hasta el punto de que la simple proposición diligenciada 
par el asegurador surte durante el plazo de ocho dias los mismos 
efectos que el contrato. T'or otra parte, el contrato ya no es la fuente 
rezuladora de la relacióu asegurador-asegurado-~~ídima, sino que lo 
es el derecho necesario establecido por la Ixy. .4demás. por iiltimo, 

la victima está tan lejos de la relación negocial. que se parece a un 
afiliado por razón de hecho, como. en otra esfera distinta, lo es t an -  
I~iéir el trabajador 

Ahora hien, todavia, a pesar de todo ello, quedan en este seguro 
bastantes elemento; característicos de los seguros privados. Xsi, por 
ejemplo, ocurre con la equivalencia matemática entre las prestaciones 
del asegurador y del tomador. ya qiie la prima se calcula exclusiva- 
mente en función de! riesgo cubierto. 

La naturaleza privada de la entidad aseguradora es otro elemento 
digno de consideraciún. aun cuando las existencias de un Fondo Na- 
cional de Garantía que asume las funciones de asegurador en ciertos 
aspectos. como ocurre respecto a los vehículos del Estado, corporacio- 
nes locales y eutidades estatales. resta virtiialidad a esta circunstancia. 

Otro elemento digno de tenerse en cuenta es la finalidad lucrativa del 
asegurado que no debe ser perdida de vista, porque es la razón natural 
dc ia actividad aseguradora, p d e k  ser contemplada sin prejuicios. Por 
otra parte. porque como he dicho antes, el costo de un servicio está 
fundamentalmente en función de la utilidad que presta. Lo mismo 
sucede con la iutegración total de las prestaciones que han de otorgxse 
a la iictima sin la colaboración estatal, otra vez con la excepción que 
representa el FOndo de Garantía. y por último con la posibilidad tanto 
para el tomador conlo para el asegurador de elegir lihremente la per- 
sona con la que haii de contratar. p e s t o  que primero puede dirigirse 
a la entidad que desee y ésta pnede rechazar aquellos contratos que no 
sean interesantes por cualquier razón. Estas circunstancias permiten 
todavia defender la calificación de este seguro como privado, máxime 
si nos aferramos :4 su condición esencial de seguro contra la responsa- 
hilidad civil, que sigue estando i n m ~ s a  en su naturaleza. porque lo 



hace es cubrir la responsabilidad decretada en el proceso 

mpo es indiscutible su condición de seguro contra la 
civil. Al trasladarnos estrictamente al campo de la res- 

ad civil, a la nueva responsabilidad civil del articulo 39, la 
n ofrece ya matices tan diversos que han permitido a algúu 

r poner de relieve que más que ante un seguro de responsabilidad 
puro, nos encontramos ante un seguro hibrido de responsabilidad 

1 y seguro de accidentes. 
Todo esto nos presenta un cuadro en el que lo único que es evidente 

es que a pesar de todo, la declaración del legislador, no es demasiado 
convincente. Sobre todo si observamos la evolución que la cuestión de 
la responsabilidad derivada de la circulación ejtá experinientendii e;! 
otros paises, en algunos de los cuales se viene hablandr abiertamenr;. 
e x i s t e n  proyectos legislativos refrendados por la opinión del propio 
Ministro de Justicia, como ocurre en Francia- de terminar de manera 
radical con el concepto de responsabilidad c i ~ ~ i l  derivada de los acci- 
dentes de circulación. por entender que es una noción caduca que per- 
judica de manera sensible al resarcimiento, que lo encarece con loa 
gastos procesales, sin ventaja para nadie, en un momento en el que 
cada vez es más dificil depurar la responsabilidad personal de los in- 
tervinientes en un accidente. 

Pensemos. como ejemplo más característico de esta afirmaciíxi, lo 
que ocurre en los clásicos accidentes de alcance en cadena. en 1x5 vías 
de gran tráfico, e! "tamponamento", que dicen los italianos, en los 
cuales intervienen 10, 15, 20 y en algunos casos hasta 50 veiiículos. 
que resultan todos ellos perjudicados mutamente, sin que haya la me- 
nor posibilidad para e! investigador. para el reconstructor histórico, 
para el Juez Instructor, en este caso, de averiguar cuál es. no solamente 
el responsable moralmente, el culpable de lo que ha ocurrido. sino in- 
cluso el causante físico de este hecho. 

Estoy hablando de un proyecto conocido por niuchos de ustedes, 
ya que ha sido ampliamente debatido en la prensa francesa, que ha 
sido preparado por un hombre de tanto prestigio como el Profesor 
Tunc, que abiertamente propugna la elimi.iniión del concepto de res- 
ponsabilidad del campo del resarcimiento, ya que la discriminación en 
cuanta z !a posible responsabilidad del perjudicxlo es injusta. puesto 
que la exoneración de responsabilidad en los casos de impriidencia 



exclusiva de la víctima no tierie justificación. De la misma forma que 
en el ámbito de la previsión social no  la tiene el que quede fuera de 
ella el trabajador lesionado por imprudencia propia. 

La  polvareda que ha levantado este proyecto en Francia demuestra 
que ésta evolución no está madura todavía; pero que cabe la posibi- 
lidad de que en un futuro próximo esta transformación no sea consi- 
derada como radical. sino como una transformación natural, impuesta 
por el normal fluir y el normal devenir de las cosas. 

Ec curioso constatar cómo en este proyecto hay unos ciertos pun- 
tos de coincidencia con la estructuración reglamentaria de nuestro se- 
guro obligatorio de automóviles. Puntos de coincidencia fortuitos. pues- 
to que cronológicamente no pudieron haherse inflnido de manera reci- 
proca ni el reglamento ni el proyecto del Profesor Tunc. Tanto en 
uno como en otro caso, las indemnizaciones se limitan de dos maneras: 
excluyendo en las lesiones, aunque en el Reglamento es un problema 
que puede ser objeto de discusión. el lucro cesante, y limitando la in- 
demnización por causa de muerte. Al mismo tiempo se propugna en el 
proyecto francés algo que nosotros hrmos ya realizado: la exclusión 
de los daños materiales, por ser la parte más onerosa, del seguro contra 
la responsabilidad civil. 

En un momento en que nuestro Seguro pasa por un trance tan 
grave, desde el aspecto empresarial. como el que ha experimentado 
como consecuencia de la transformación recientemente experimentad 
en el tratamiento de los accidentes laboral'es, creo que no debe menos- 
preciarse la importante cuestión del encuadramiento, de la califiación 
del seguro obligatorio de antomóviles y de la responsabilidad a la 
que sirve. Mientras se mantenga el concepto de responsabilidad con 
sus esencias fundamentales, aun cuando accesoriamente sufra desvia- 
ciones que la aproximen más o menos a cualquier otra institución, po- 
drá seguir manteniéndose también la conceptuación del seguro de res- 
ponsabilidad ohligatoria como un segurq privado. E n  el momento 
en que la responsabilidad civil sufra un quebranto definitivo al ser 
arrastrada por imperativos de carácter social, que pueden terminar de- 
finitivamente con la exigencia de la respmsahilidaíl individual. el legis- 
lador español puede encontrarse en el trance dificil de tener que pro- 
nunciarse nuevamente sobre el destino de este seguro. 

H e  hablado anteriormente del problema de la limitación de las in- 
demnizaciones. Esta es una cuestión que sigue teniendo un interés muy 



grande. a pesar de que el Reglamento en este punto se ha pronuncia- 
do de forma bastante categórica. De un lado porque ha reducido la co- 
rrespondiente a las lesiones personales a la prestación de la asistencia 
médico-sanitaria, con una limitación económica, ya que la indemniza- 
ción, la aportación del asegurador. no pnede pasar de 30.000 pesetas 
cuando la asistencia no se presta en uno de los Centros reconocidos por 
el Fondo Kacional de Garantía y de otro, porque se ha establecido inla 
cantidad tope, una cantidad máxima. que no puede ser rebasada, para 
los casos de incapacidad, o para los casos de muerte. 

Hay que señalar aquí ini cami~io de orientación del Reglamento 
que puede parecer intiascendente, pero que a mi juicio es muy im- 
portante, ya rlue en la primer;, veisión api11ad;i por Decreto dictado 
el año 1964, en el articulo 23. si no reciierrlo mal, se establecian las 
cifras correspondientes a la iiicapacidad y al iallecimiento. como cifras 

únicas, como cifras fijas. determinadas, que correspondian a esta clase 
de daños, mientras que ahora, al ser adaptado el Reglamento se ha in- 
troducido un cambio consistente en añadir a estas cifras tope. el cali- 
ficativo de máximas. Lo cnal significa que pueden acordarse indemni- 
zaciones inferiores al tope señdado. 

Esta es una cuestión que doctrinalmente pued'e someterse a un 
contraste de opiniones efectivo. fundamentalmente porque es muy difi- 
cil ponerse de acuerdo sobre el contenido real de la iudemnización por 
causa de niuerte. e incluso del de la indemnización correspondiente a la 
incapacidad. Desde un aspecto superficial, tal vez puede pensarse que 

ha mejorado la redacción del Reglamento al convertir estas cifras en 
máximas. puesto que permite mayor flexibilidad en la graduación de 
las indemnizaciones correspondientes, pero a mi juicio, en el seno del 
seguro obligatorio, esta variabilidad de las indemnizaciones representa 
un retroceso, como explicaré a continuación. 

De nn lado. no se adelanta nada porque en la responsabilidad penal, 
en la responsabilidad de primer grado. la indemnización ya se gradúa 
libremente por el Tribunal, en atención a las circunstancias que concu- 
rren cada caso, pues. la Jurisprudencia lo ha declarado reiterada- 
mente sin perspectivas de cambio. que la detrrminación del "qnantum" 
indemnizatorio es una cuestión de hecho sometida a la libre apreciación 
del juzgador de instancia, Por tanto, la limitación del Reglamento, la 
cifra tope. está jugando en función de la regulación civil especifica; no 
en función de la derivada de la penal, que puede ser decretada en can- 



tidades superiores a las cubiertas por este seguro, con cargo al propio 
responsable culposo. con cargo al responsable subsidiario si lo hay, o 
con cargo a un tercero incluso: todo lo cual es per:cctameme posible 
parque la responsabilidad civil derivada de la penal sigue rigiéndose 
por las misnias normas fundamentales del Código Penal y del Código 
Ciiil, 

En cambio, en el seno del seguro obligatorio, en donde observa 
utia tendencia clara en el Reglamento a automatizar las prestaciones 
para agilizar su cumplimieuto, el volver a criterios de duda en la de- 
terminación de la indemnizacióii no plantea más que problemas y ex- 
pectativas de las partes que hacen difíciles las transacciones que en otro 
caso se Irubieran llevado a cabo con nuicha mayor iluidez. Cuando la 
víctima recibe una oferta de transacción. que se ajnsta exactamente a! 

contenido legal de la prestación, es muclio inás fácil que la acepte sin 
esperar a los eventuales resultados del proceso : pero cuando la victima 
recibe una oferta que lógicamente, porque hay intereses contrapuestos, 
se ve reducida de acuerdo con las perspectivas de éxito que pueda tener 
una resistencia por parte del obiigado a pagarla, la discrepancia entre 
los intereses d'e las partes trae como consecuencia que no quede re- 
suelto el asunto sin que haya un pronunciamiento judicial. 

A cambio, se me podrá argumentar que resulta mucho más justo 
que la indemnización pueda graduarse de acuerdo con las circunstan- 
cias de cada uno, ya que, por ejemplo, debe concederse la misma 
indemnización por mi niño de cuatro años. que por un anciano de 
sesenta años. que por un hombre en plena fase de productividad. 
h t a r i a  de acuerdo con la objeción si el contenido de la indemnización 
por causa de iniuerte respondiese siempre a un concepto ~atrinioriial 
derivado del lucro cesante que ocasiona la muerte de la victiin;~ Pero 
no es así; porque de serlo, habría supuestos frecuentes en los que la 
indemnización pnr causa de muerte no procedería en modo alguno, 

porque la victima más que fuente de ingresos y fuente de tutela pa- 
trimonial para el perjudicado. a veces es una carga. De hecho, la 
práctica judicial demuestra que la situación patrinloninl del interfecto 
y de sus herederos es tenida en cuenta de manera muy relativa. porque 
no se investiga siquiera en la i i na>da  de los suocarios esta cuestión, 
y en cambio se tieride cada vez más a decretar indemnizaciones de tipo 
"standard" que acusan cierta uniformidad en todo territorio nacional. 
Porque en el fondo se tiene conciencia de que no puede pretenderse 



indemnizar el lucro cesante económico, porque esto nos llevaría a unas 
cifras de capitalización o renta, prácticamente inabordables en el actual 
estado de la economía nacional. 

Lo que se está indem~iizamlo más claramente, porque se indmnii:i  
a todo el mundo de modo uniioruie. es el precio <le1 dolor. el daño 
moral, que éste sí que puede defenderse que es igual para todo el 
mundo. Todo el mundo siente teóricamente, desde el punto de vista 
afectivo, de igual manera la pérdida de un ser querido. 

En este clima de iucertidumbre sobre el contenido de la iudemniza- 
ción por causa de muerte. el criterio original del Reglamento no aten- 
taba contra ninguna de las esencias de las indemnizaciones que vienen 
decretándose actualmente y tenia la gran ventaja. a mi juicio, de que 
favorecía la seguridad jurídica. 

No obstante, este es un prohlema que queda ahierto y que está en 
intima conexión con el que he aludido en primer lugar: con el de la 
separación de los dos regímenes de resarcin~iento de los daños, que 
es más profundo de lo qiie parece, puesto que no solamente se ha esta- 
blecido un sistema de seguro de responsabilidad para los daños perso- 
naIes y otro distinto para los daños a las cosas, sino que, al mismo 

tiempo que esto sucede coexiste la responsabilidad de tipo culposo con 
la responsabilidad de tipo objetivo; bien sea la primera pura o derivada 
de la penal. 

Evidentemente. la aspiración a la estructuración de un sistema uni- 
tario de responsabilidad civil derivada del uso de los vehículos de 
motor, es una meta clarísima doctrinal y Icgislativamente: meta que tie- 
ne, sin embargo, escollos difíciles de superar. fundamentalmente por- 
que la institución complementaria: el seguro tiene por esencia. ciertas 
limitaciones económicas que no admite fácilmente la naturaleza intima 
de la responsabilidad civil. porque ésta es ilimitada y no tiene más 
equivalente que la proporción al daño causado. E n  cambio. el seguro 
como institución determinada por un contenido de carácter económico. 
tiene las limitaciones propias de la capacidad del tomador. No obstante. 

como declaración programática. me parece indudable que es necesario 
propugnar la unificación del sistema, E l  aumento de gastos procesales 
y el retardo en las declaraciones de derechos de qiie hemos hablado 
anteriormente, son evidentes y en parte, se deben a esta proliferación 
de responsabilidades y a la multiplicación de acciones y de partes pro- 
cesales consiguiente. Esta es una cuestión que en una reforma procesal 



que está en curso, así lo ha anunciado el Ministro de Justicia en las 
Jornadas hjIédico-Forenses que recientemente se han celebrado en la 
ciudad de Zaragoza, debe ser tenida muy en cuenta. De igual modo 
que debe tenerse en cuenta, a mi juicio, que la jurisdicción penal debe 
favorecer en lo posible la efectividad de las acciones civiles que no 
queden resueltas en su seno, aunque para conseguirlo haya que rumper 
ciertos tabús tradicionales de nuestro derecho, ya que puede hacerse 
perfeciamente, en una solnción práctica y coincidente con los deseos 
de: legislador. Creo que mejoraría la situación simplemente, si el ofre- 
cimiento rutinario de acciones del artículo 1m de la Ley de Enjuicia- 
miento Criminal, se hiciese por el Juez en forma detallada e instru- 
yendo a la parte, de ciiáles son, efectivamente, sus verdaderos derechos. 
Porque ha cundido la especie entre los profanos, y en parte también 

entre los profesionales de que al fracasar el proceso penal, la víctima 
queda indefensa, igual que lo estaba antes. porque el seguro obligatorio 
no entra en iiincionamieuto. Esto es una verdad a medias, porque la 
víctima no queda indefensa. Cierto que en estos casos el Juez penal no 
.e ha pronunciado sobre la responsabilidad civil. pero le queda abierto 
uri camino que la Ley ha pretendido que fuese rápido y eficaz para 
hacerla efectiva. 

Mejor seria. y no es ni siquiera una sugerencia original, porque 
existe un proyecto italiano en el que se parte de la misma idea, que 
el proceso pmal, que. cuando termina con sentencia condenatoria deja 
resuelto el problema de la indemnización civil; y cuando por cualquier 
razón no se llega a una resolución de fondo de este tipo, no lo deja 
resuelto, sirva, al menos, para constituir el titulo ejecutivo eu aquellos 
supuestos en que por no haberse comprobado la existencia de un res- 
ponsable no se pronuncia sobre el fonda. 

Hay un proyecto elaborado por el italiano Reale que consta de 
27 puntos destinados a sentar las bases de la reforma del Código de 
Procedimiento italiano, y entre ellas figura de manera concreta la uti- 
lización del proceso penal. a través de los siguientes postulados: 

Primero: Tjna decisión del Juez penal sobre la acción civil en los 
casos de condena y consipiente liquidación del daño. comri diora wti-r 

nosotros. 
Sqnndo :  Cuando ?a posibilidad del número anterior no exista, 

?triSución al Juez penal d:l poder de asignar a 1s p r t e  ri;d la ind-m- 
nización corresprndiente. No olvidemos que hoy el Juez ~ a a l  tiene 



un poder más drástico todavía que éste, ya que puede señalar una 
pensión provisional, cuando no se sabe siquiera si va a haber un res- 
ponsable o si hay siquiera una víctima. Porque puede ocurrir que al 
final se descubra, como en alguna ucasión que conozco por experiencia 
personal, que la víctima del preteudido accidente de circulación, no era 
más que un simulador. 

Es decir. se trata de que cuando la posibilidad del número anterior 
no exista. el Juez penal pueda asignar a la parte civil, con resolución 
ejecutiva, una smna a cuenta de la liquidación reservada para el juicio 
civil. Creo que no es preciso que iuese a cuenta, sin perjuicio de ser 
revisada, a instancia de cualquiera de las partes en un proceso civil. 
pero siempre ejecutiva desde el primer momento. 

Tercero: Admisibilidad de la ejecnciún de las resoluciones a que 
se refieren los dos números anteriores y vinculación del juez civil. en 
cuanto a la declaración penal de existencia o inexistencia del hecho, 
situación en la que ya nos encontramos en nuestro país. porque ciiando 
la jurisdicción penal emite la declaración de que el hecho no ha exis- 
tido, no puede volverse sobre la misma cuestión en la vía civil. 

En realidad. la implantación del seguro oMigatorio tropezó, fun- 
damentalmente con la falta de experiencia sobre un nuevo tipo de res- 
~wnsabilidad. Esta falta de experiencia es posible que se haya mitigado 
en parte, pero es posible también que continúe pesando sobre nos- 
otros y al menos debe ponernos de relieve la necesidad de maneiar 
con cautela cualquier idea sobre una reforma. podría pecar de pre- 
cipitada y prolongar de manera peligrosa la crisis. si se ni? permite 
emplear esta expresión. en que se encuentra actualmente la responsa- 
bilidad civil y el seguro obligatorio de automóviles. 

Me gustaría hablar de mnchos otros puntos que soti susceptibles 
de reforma, e incluso, más qtte de reforma de una mejor comprensión 
pnr parte de los que tienen que aplicar las disposiciones pertinentes. 
Me gustaría señalar cómo en este nuevo seguro. al mismo tiempo que 
la persona del responsable tiene cadrr vez menos importancia. la ad- 
quiere el elemento real de la circulación : el vehículo. que para el le- 
gislador, como para cualquier familia que estrena coche, pasa a ser un 
elemento de primera fila. puesto que es el centro de la identificación 
del riespo cubierto. 



Me gustaría profundizar en ciialquiera de los múltiples problemas 

qur tiene planteada la Jurisprudencia actualmente; desde la interpre- 

tación de la coexistencia de varios seguros obligatorios. desde la coiii- 

patibilización de las diversas asistencias médicas y sanitarias que pue- 

den coincidir sohre la víctima de la circulación, hasta los graves pro- 

blemas que el sistema pericia1 de tasacióii del daño estahlecido por la 
i e y  de Uso y Circulación de vehículos de motor plantea actualmente. 

Por cierto que este problema se ha hecho más visible coino consecueii- 

cia de la sustracción de los daños materiales del ámbito de este juicio 

porque si para algo servía el dictamen pericial, era para la deteriiii- 
ilación del daño material, y si hay algo para lo que no sirve en al>soluto 

es para la liquidación de los daños personales. Porque ciertos daños 

personales, una vez fracasado el automatismo de que hablé antes y que 

figuraba en el primer Reglamento y iio figura en el segundo. respecto 

a la tasación de la indemnización de vida por causa de muerte, no tienen 

posibilidad de ser tasados pericialmente. Esta posibilidad falta claramen- 

te desde el momento en que la primera pregunta que tenemos que 
plantearnos es la de qué clase de perito ha de tasar la vida humana, 

ya que en el fondo, la tasación de este tipo de daño no requiere conoci- 

mentos cientiiicos y técnicos especiales, siiio que requiere fundamental- 

mente una decisión de autoridad, un pronunciamiento del Juez sobre 

una cuestión controvertida; es decir. una apreciación discreciona! de 

la autoridad judicial sohre las circunstancias que concurren en cada 

caso. 

Pero no quiero cansarles a ustedes y por consiguiente. para que 

esta charla no quede reducida a simples divagaciones me atrevería a 

sentar las siguientes conclusiones: 

Primero: El seguro obligatorio deberá prescindir de la distinción 

entre daños materiales y personales. quedando amhos sometidos a iin 
inismo régimen de responsabilidad civil. 

Segundo: La carga económica que implicaria la reunificacióii de 

este seguro, que en cualquier caso no sería superior a la que de hecho 

pesa hoy sohre el tomador si se suman las consecuencias del seguro 

obligatorio y del seguro voluntario, deberá ser mitigada mediante la 

racionalización del resarcimiento y de la gestión y administración de 



este seguro, acudiendo si fuera necesario, y como recurso casi heroico 

a un sistema de franquicia de los siniestros leves. 

Las franquicias deben ser aceptadas con reservas, y en último lu- 

gar, aun contra la conciencia de que es un sistema verdaderamente 

práctico. Pero doctrinalmente adolece de los mismos defectos que la 

separación de los daños materiales, porque en ambos casos se trata de 

una automutilación del seguro. Es quitar una pequeña parcela. tal vez 

la menos importante socialmente, del propósito general que se había 

propuesto el legislador. 

Tercero: El proceso penal por hechos del tráfico. que actualmente 

está en trance de revisión y perfeccionamiento, debería ser aprove- 

chado, para la constitución del titulo ejecutivo civil en aquellos casos 

y extremos no resueltos por una sentencia condenatoria. 

Según mis noticias. la orientación de la reforma penal que lia 
anunciado el señor Ministro de Justicia. tiende hacia 1:: coiicesión al 

Juez de Instrucción, es decir, a nn órgano unipersonal, de la facultad 
de fallar los delitos menores: por así decirlo, entre los que figura11 lo? 

relativos a la circulación. El juez unipersonal es una institución dis- 

cutible, pero tiene la ventaja indudable de que. funcionalniente. permite 
dar mayor agilidad a los procesos. 

Si esta orientación se consuma, yo me atrevo :i vaticinar rlue la 
rapidez en el enjuiciamiento penal de los hechos de tráfico saldrá 

ganando en gran medida y como consecuencia. saldrá ganando tam- 
bién la rapidez en el resarcimiento; porque no hay que olvidar que 

el seguro obligatorio también cubre la responsabilidad civil derivada 

de la Penal. 

Y por Último, y como norma de cautela, creo que dehe aprove- 

charse la experiencia de esta etapa que el propio legislador ha llamado. 

"de aplicación gradual", para llevar a cabo un análisis racional y cons- 

ciente de las exigencias del nuevo sistema de reparación del daño, 

emprendiendo cualquier reforma futura con un sentido claro de opor- 

tunidad que deberá nacer de la seguridad de las soluciones. Dicho de 

otra manera. hay que proscribir en la actual situación de este seguro 

y de la responsabilidad civil a la que sirve, cualquier aventura, o cual- 

quier salto en el vacío, cuyas consecuencias pueden ser imprevisibles. 



Por último, señores, quiero decirles que si los accidentes de Ia 

circulación no pueden ser evitados, es justo que nos preocupemos, como 
ha hecho el le~isiador de mitigar el dolor de las víctimas, al menos 

eii uno de sus aspectos. siquiera sea tan parcial e incompleto como es 

el económico. E n  el fondo todos estamos implicados en esta cuestión 
porque. como señalb hace tiempo un ilustre Magistrado, el vivir peli- 

qosamente ya no es el módulo por el que se puede reconocer a los 

héroes, sino que ha llegado a ser la triste condición de toda la hu- 

manidad. 
'lada rnás, señores. muchas gracias p o ~  su atención. 

(Aplausos) 


